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tensión del trabajador no es atendible en base a las
razones expuestas de forma y de fondo» (fundamento
jurídico primero).

Así .las cosas, por más que el argumento principal
esgnmldo por el Juzgado haya sido el de la aplicación
al caso del arto 38 de la Orden Ministerial de 1969
es lo cierto que ello no ha impedido que el órgano judiciai
se haya pronunciado sobre el .tondo del asunto, ni que
el Tnbunal Supenor de JustiCia, además de confirmar
la a¡>licabilidad de aquel precepto, haya asumido las apre­
ciaciones del Juzgado en punto a la no acreditación de
alteraclone,s .en el .estadofísico del recurrente (funda­
mentos Jundlcos pnmero Y segundo de la Sentencia dic­
tada en suplicación).

3. En consecuencia, y como quiera que la aplicación
del arto 38 de la Orden Ministerial de 15 de abril de
1969 no ha impedido, en último término, un pronun­
ciamiento' judicial sobre la revisión interesada, es evi­
d~nte que lo que aquí procede es examinar la corrección
constitucional de tal pronunciamiento, sin necesidad de
reparar en las tachas de inconstitucionalidad imputadas
a un precept? que, por más que aplicado al caso, no
ha Sido obstaculo para que el demandante obtuviera
lo que ahora -redundantemente- pretende, esto es una
resolución judicial sobre la procedencia de la revisión
de su grado de invalidez. Según reiterada doctrina cons­
tItUCional. sólo cabe recurso de amparo frente a dispo­
SICiones legales o reglamentarias, cuando la presunta
leSIón del derecho fundamental derive directamente de
las disposiciones impugnadas (SSTC 31/1984 Y
70/1991, entre otras). .

Exami':lada~ las actuaciones remitidas por el Juzgado
de lo SOCial numo 3 de OVledo y por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Asturias, resulta que,
tal y como seaflrma en el. fundamento jurídico primero
de la Sentencia de instancia -antes parcialmente trans­
9nto-, el. de.mandante de amparo no aportó a aquellos
organos JudiCiales otras pruebas que las ya aportadas
en el procedimiento .que dio !ugar a la denegación de
una soliCitud de revlslon antenor. concluido por Senten­
cia firme de 20 de diCiembre de 1989. En consecuencia
la desestimación de la pretensión del recurrente en cuan:
to al fondo se ha basado en un argumento incontestable
y perfectamente razonable y motivado, pues, si presu­
pue~to de la revisión es la acreditación de alguna alte­
raclon en el estado de salud de quien la solicita es obvio
que no cabe sino denegarla cuando no se aportan otras
I?ruebas que. las ya enjuiciadas en su momento por un
organo JudiCial que, por medio de una Sentencia firme
ha denegado una revisión anterior. '

En definitiva, y sin necesidad de examinar la cons­
titucionalidad de un precepto que no ha impedido un
pronunciamiento judicial de fondo, es evidente que las
Sentencias Impugnadas no han incurrido en infracción
alguna del derecho a la tutela judicial efectiva del
recurrente, pues, en último término. en ellas se ha dene­
gado la revisión interesada por no haberse acreditado
las alteraciones en las que el actor fundamentaba su
solicitud, explicándose la supuesta defectuosa consig­
nación de hechos denunciada por el demandante, pre­
Cisamente, en el hecho de que éste no había aportado
hechos nuevos que consignar.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por
don Angel Rimada Ceñal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

. Dada en Madrid, a quince de noviembre de mil nove- .
c.entos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

29243 Sala Segunda. Sentencia 336/1993, de 15
de noviembre de 1993. Recurso de ampa­
ro 1.500/1991. Contra Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo y contra la dic­
tada por la Audiencia Provincial de Santander
condenando al recurrente como autor de un
delito de desacato. Supuesta vulneración de
los derechos a las libertades de expresión e
información: correcta ponderación de los
derechos constitucionales en conflicto.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puest~ por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
010 D,az Elm.1. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries V,ver p.-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.500/91, interpuesto
por don Víctor Gijón Peñas, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Rafael Torrente Ruiz y
aSistido por la Letrada doña Carmen Sánchez Morán
contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunaí
Supremo, de 16 de mayo de 1991, y contra la dictada
por la Audiencia Provincial de Santander en el sumario
núm. 5/86, que condenaron al recurrente como autor
de un delito de desacato. Han sido partes don Juan
Hormaechea Cazón, representado por el Procurador de
los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián y asistido
por el Letrado señor Fernández Mateo, y el Ministerio
Fiscal. y Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 8 de julio de 1991 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal un escrito de demanda del Pro­
curador de los Tribunales don Rafael Torrente Ruiz quien.
en nom~re y representación de don Víctor Gijón Peñas.
Interpoma recurso de amparo contra la Sentencia de
la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 16 de mayo
de 1991, que declaró no haber lugar al recurso de casa­
ción interpuesto contra la dictada por la Audiencia Pro­
vincial de Santander el 28 de mayo de 1988, en la que
se condenó al recurrente como autor de un ·delito de
desacato.

2. Los hechos en que se funda la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) El 14 de noviembre de 1985, se publicó en la
.Sección de «Cartas al Director» del diario de Cantabria
«Alerta». dirigido accidentalmente por su Redactor jefe.
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el hoy demandante de amparo. en ausencia de su Direc­
tor por vacaciones. una carta firmada por don Arturo
Rivas López. cuya identidad se desconoce, en la que
bajo el título ..Lo que cobra Hormaechea» se dice tex­
tualmente lo siguiente:

..LO QUE COBRA HORMAECHEA: Naturalmente. el
Alcalde de Santander cobra lo que le da la gana. Eso
ya lo sabíamos. Siempre hace lo que le da la gana. incluso
investigar a los ciudadanos que no están de acuerdo
con sus actuaciones, sus impuestos de atraco, sus frases
de extrema derecha, su analfabetismo y su manera de
andar por la vida insultando como un chulo barriobajero.
Como habitante de Santander, la verdad es que cuesta
trabajo guardar la calma ante un señor tan poco sereno,
tan impertinente, tan chabacano, tan despilfarrador, tan
mentiroso y que, además, cobra de nuestros dineros "lo
que quiere". Así es como nos encanta: que nos roben
a cara descubierta.

El señor Hormaechea es muy quien para discrepar
de la orden y de los decretos del Gobierno, según los
cuales le estaba terminantemente prohibido cobrar dine­
ro al margen de su sueldo. Pero no es quien para seguir
cobrando. Yo también discrepo de los impuestos y los
pago, de las multas y las pago, de los precios del autobús
y los cumplo. Pero el señor Hormaechea, no. Para él
no valen las leyes de los demás. Así que como cinco
millones de pesetas de sueldo anual le parecían poco.
hete aquí el buen señor cobrando éada mes de un fondo
municipal (el Fondo de Inspección). unas "nimias" can­
tidades de casi cuatro millones en los últimos años.

Lo de nimias lo dice el señor Alcalde de Santander
para quitarle hierro al asunto, según los indicios. "Robo.
pero robo poco", "cobro fuera de la ley, pero cobro una
nimiedad: sólo unos cuatro millones en los últimos cuatro
años". Así da gusto, personajes así adornan de dignidad
la piel de toro que llamamos España. Y como no podía
faltar el estilo de la casa, Hormaechea, cogido in fraganti.
infringiendo la legalidad y cobrando indebidamente, sólo
se le ocurre insultar a quienes le descubrieron y decir
que todo ese dinero él lo declara a Hacienda. Bonita
manera de salir adelante. Con gente así da asco ser
ciudadano y pagar como tal.».
. Consta en las actuaciones que la publicación de la
citada misiva fue autorizada por el recurrente sin que
de las diligencias que se practicaron haya podido iden­
tificarse al autor de dicho texto.

B) El señor Hormaechea Cazón interpuso querella
criminal contra don Arturo Rivas López. firmante de la
carta. o, en su caso, contra el Director del diario ..Alerta»
y contra la empresa editora del mismo...Cantábrico de
Prensa, S.A.» y ante la imposibilidad de identificar al
autor de la carta. el Juzgado después de establecer que
el recurrente era quien dirigía en la fecha de su publi­
cación el citado medio, dictó Auto de procesamiento
contra el mismo. Por su parte. la Audiencia Provincial
de Santander dictó Sentencia en el sumario 5/86 que
condenó al demandante como autor de un delito de
desacato del arto 244 del Código Penal a dos meses
de arresto mayor, multa de 30.000 pesetas con arresto
sustitutorio en caso de impago y a las accesorias de
suspensión de todo cargo público, actividad periodística
y derecho de sufragio durante el tiempo de la condena.
así como al pago de las costas y a que indemnizase
al querellante en la cantidad de 500.000 pesetas de
las que respondería subsidiariamente la entidad ..Can­
tábrico de Prensa, S.A.».

La Audiencia consideró que las desafortunadas expre­
siones contenidas en el texto de la carta publicada no
tenían, por su propia naturaleza, otro sentido que el de
vejar a la persona contra la que van dirigidas, con abso­
luto desprecio del principio de autoridad que entonces

encarnaba como Alcalde de Santander, y precisamente
referidas a la esfera de su función. desbordando cual­
quier esfuerzo que se haga para interpretar aquellas
expresiones como lenguaje coloquial que sobrepasa, evi­
dentemente. todo límite de crítica constructiva.

C) Interpuesto recurso de casación por el recurrente
en el que invocaba la vulneración de los derechos fun­
damentales a la presunción de inocencia y el de libertad
de expresión, el mismo fue rechazado por la Sala Segun­
da del Tribunal Supremo argumentando que el deman­
dante conoció el contenido de la carta previamente a
su publicación y. sin cerciorarse de la identidad del fir­
mante autorizó la misma, asumiendo así el animus iniu­
riandi que movió a aquél. De otra parte. concluía que
las expresiones vertidas en ella poseen un contenido
injurioso manifiesto, ínnecesarío para la crítica del pre­
sunto proceder del Alcalde, cuyo único sentido era vejar
a la persona de éste con absoluto desprecio del principio
de autorídad que encarnaba.

3. La demanda considera que no se practicó prueba
en el acto del juicio oral capaz de desvirtuar el principio
de presunción de inocencia, ya que las declaraciones
sumariales a que hace referencia la Sala Segunda del
Tribunal Supremo no fueron reproducidas mediante su
lectura en el plenario. Considera, además, el actor que
ha sido castigado en aplicación de lo previsto en el
arto 15 del Código Penal. el cual no puede interpretarse
como un precepto de responsabilidad objetiva. La res­
ponsabilidad en ..cascada» consignada en dicho precep­
to únicamente es exigible si los sujetos que aparecen
enumerados en él son autores conforme al arto 14 del
Código Penal. Para que a un Director se le pueda san­
cionar por la comisión de algunas de las infracciones
a las que alude el arto 13 no basta con que ostente
aquella condición sino que será preciso acreditar su inter­
vención a título de coautor, inductor o cooperador nece­
sario, además de cumplir el resto de los requisitos enu­
merados en el mentado arto 15.

Descartada. sin duda, la autoría directa y la inducción.
quedaría por ver si el mismo puede ser cooperador nece­
sario Y. a tal efecto, no existe la más mínima prueba
de que el Director tuviera conocimiento de lo publicado,
y si no lo tenía, tampoco podía conocer todos los ele­
mentos que conforman la infracción. Con la Sentencia
se vulnera, por tanto, el derecho constitucional a la pre­
sunción de inocencia que consagra el arto 24.2 C.E.

También denuncia la violación del derecho a la liber­
tad de expresión del arto 20 C.E. Así. comienza por indicar
que el bien juridico protegido por el delito de desacato
es el prestigio de la Administración o el. tan denostado,
principio de autoridad; pero, en modo alguno. puede
considerarse protegido por él el honor personal del fun­
cionario, el cual habrá de ser remitido. como para el
resto de los ciudadanos. a los tipos de injurias. En con­
secuencia, cuando se afronta la colisión de intereses
entre la libertad de expresión y el bien jurídico protegido
por el desacato, no nos estamos moviendo en el ámbito
de dos derechos reconocidos constitucionalmente sino
entre un derecho que sí está protegido por el texto cons­
titucional y otro que no. con lo que deberá siempre pre­
valecer la libertad de expresión.

A la vista de lo argumentado. solicita la anulación
de las Sentencias recurridas por haber infringido los dere­
chos fundamentales denunciados.

4. Por providencia de 25 de noviembre de 1991.
la Sección Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal
acordó, de conformidad con lo dispuesto en el
núm. 3 del arto 50 LOTC conceder al demandante de
amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común de diez
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días para que formulasen alegaciones sobre la posible
concurrencia de la causa de infldmisión a que se refiere
el arto 50.1 c) LOTC. por carecer la demanda manifies­
tamente de contenido que justifique una decisión sobre
el fondo de la misma por parte del Tribunal Cons­
titucional.

5. Formuladas las respectivas alegaciones tanto por
la parte demandante como por el Ministerio Fiscal. en
las que el primero sostuvo el contenido constitucional
de su queja y el segundo la solicitud de que se inad­
mitiese la demanda. la Sección Cuarta de la Sala Segun­
da del Tribunal Constitucional. en su providencia de 13
de enero de 1992. decidió admitir a trámite la demanda
y tener por parte al señor Gijón Peñas y. en su nombre
y representación. al Procurador don Rafael Torrente Ruiz.
Asimismo. en aplicación de lo dispuesto en el arto 51
LOTC. acordó dirigir comunicación a la Sala Segunda
del Tribunal Supremo y a la Audiencia Provincial de San­
tander interesando la remisión de certificación o copia
adverada de las actuaciones correspondientes al recurso
de casación núm. 2.541/88 y de la causa núm. 5/86.
debiendo emplazarse. en el caso de la última. a quienes
hubiesen sido parte en la vía judicial para que en el
plazo de diez días pudieran comparecer en este proceso
constitucional y sostener sus derechos.

6. El 8 de febrero de 1992 tuvo entrada en el Regis­
tro General de este Tribunal escrito del Procurador de
los Tribunales don Carlos de Zulueta Cebrián quien. en
nombre y representación de don Juan Hormaechea
Cazón se personó en este recurso de amparo. Asimismo.
recibidas las actuaciones judiciales. la Sección. por pro­
videncia de 26 de marzo de 1992 acordó tener por
personado al mismo y dar vista de las actuaciones remi­
tidas a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para
que pudiesen presentar las alegaciones pertinentes. con­
forme determina el arto 52.1 LOTC.

7. En las alegaciones del demandante. presentadas
el 24 de abril de 1992. éste. con relación a la denunciada
violación del derecho constitucional del arto 24.2 C.E.
señala que no se ha acreditado que el mismo conociera
el cphtenido de la carta publicada sino sólo que autorizó
su publicación. La aseveración contraria sostenida por
los órganos judiciales se basa en actos de instrucción
sumarial que no fueron reproducidos en el plenario y
el hecho de que. en aquella fecha. simultaneara las fun­
ciones de Redactor jefe y Director abunda en que no
conoció su contenido debido al exceso de trabajo que
soportaba. I

Tras insistir ea sus consideraciones de que el
arto 15 del ,Código Penal no consagra una responsabi­
lidad objetiva c..on apoyo en jurisprudencia del propio
Tribunal Supremo. rechaza que haya sido inductor. coo­
perador nec~ario o ,coautor del escrito publicado y en
que. en el so de u)1a posible imputación culposa. sería
imposibl su condé{1a puesto que el animus iniuriandi
exigibl tipo excluye la imprudencia.

Ar menta. eon relación a la violación del arto 20
C.E.. que el arto 244 ,del Código Penal no protege el
hallar personál. objetd de los delitos de calumnia e inju­
rial por lo que no existe cóoflicto entre dos bienes cons­
titucionales. sino que tal garantía lÍnicamente la ostenta
la libertad de expresión que debe prevalecer frente al
prestigio de la Administración o al principio de autoridad.

Suplica. por tanto. que se tenga por evacuado el trá­
mite de alegaciones y que se otorgue el amparo soli­
citado en los términos reflejados en su demanda.

8. En la misma fecha articuló sus alegaciones el
Ministerio Fiscal. En ellas. y con relación al derecho cons­
titucional de presunción de inocencia. argumenta que

la ilación entre los hechos declarados probados y el razo­
namiento de los órganos jurisdiccionales es suficiente
para demostrar la existencia de una mínima actividad
probatoria. El recurrente prestó declaración en el juicio
oral ante la Audiencia Provincial y por tanto sus decla­
raciones anteriores fueron sometidas a contradicción.
Las garantías que rodearon la celebración de aquel acto
da valor a las diligencias sumariales aunque el deman­
dante en él se retractara de ellas.

En cuanto al arto 15 del Código Penal, señala que
su constitucionalidad ha sido aceptada por las SSTC
159/1986 y 165/1987 de este Tribunal y su aplicación
al caso concreto no debe suscitar problema alguno dada
la intervención del condenado como cooperador nece­
sario del delito. Además. de acuerdo con la STC
40/1992. la responsabilidad informativa del medio de
comunicación alcanza siempre a los autores del progra­
ma o a quienes deciden emitirlo.

Con relación a la denunciada quiebra de la libertad
de expresión. las diversas condenas por delito de desa­
cato confirmadas por este Tribunal Constitucional evi­
dencian la carencia de fundamento de las afirmaciones
del recurrente. La Constitución no protege el derecho
al insulto y de insultos se trata el contenido de la carta
que dio pie a la condena. El arto 244 incluye en su tipo
los insultos contra la Autoridad y este Tribunal tiene
declarado que las frases formalmente injuriosas e inne­
cesarias para la información no se encuentran ampa­
radas por el arto 20.1 C.E. Este carácter tienen las impu­
taciones hechas al Alcalde y su lectura hace innecesario
un mayor análisis del tema dado su carácter claramente
vejatorio.

En consecuencia. el Fiscal interesa que se dicte Sen­
tencia denegando el amparo pedido.

9. Por providencia de 11 de noviembre de 1993
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia el día 15 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este recurso de amparo se centra
en discernir si la Sentencia dictada por la Audiencia Pro­
vincial de Santander. que después confirmó en casación
la Sala Segunda del Tribunal Supremo. en la que se
condena al recurrente como autor de un delito de desa­
cato por haber autorizado la publicación en el diario
«Alertan de Santander de una Carta al Director de con­
tenido injurioso contra el entonces Alcalde de-dicha ciu­
dad. violenta los derechos constitucionales a la presun­
ción de inocencia (art. 24.2 C.E.) y a las libertades de
expresión e información contenidas en el arto 20 del
Texto constitucional.

Desde la óptica del recurrente. los órganos judiciales
le han condenado por sus declaraciones -vertidas duran­
te la instrucción sumarial, y no ratificadas en el acto
del juicio oral- yen aplicación de un precepto del Código
Penal (art. 15) que no ha tenido en cuenta las reglas
que sobre la autoría previene el mismo cuerpo legal,
consagrando un criterio de responsabilidad objetiva que
le ha aplicado una pena por el simple hecho de haber
publicado la carta y no haber sido identificado el autor
de la misma. Por otra parte, tampoco los órganos juris­
diccionales han realizado una debida ponderación de
los derechos en conflicto, ya que la libertad de expresión
e información ha de prevalecer sobre la protección de
un derecho que no tiene rango constitucional, cual es
el del bien jurídico protegido por el delito de desacato.

2. En cuanto a la primera de las vulneraciones
denunciadas, la relativa a la presunción de inocencia,
es doctrina consagrada por este Tribunal que si bien
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únicamente pueden considerarse auténticas pruebas
que vinculen a los órganos de la justicia penal en el
momento de dictar Sentencia las practicadas en el juicio
oral. esta regla no puede ser entendida en un sentido
tan radical que conduzca a negar toda eficacia probatoria
a las diligencias sumariales practicadas con las forma­
lidades que la Constitución y el ordenamiento procesal
establecen, siempre que las mismas sean reproducidas
en el juicio oral en condiciones que permitan a la defensa
del acusado someterlas a contradicción (SSTC 80/1988,
201/1989,217/1989,161/1990y80/1991).

En este caso, consta que el recurrente admitió en
sus declaraciones sumariales que desempeñó las fun­
ciones de Director del medio de comunicación que publi­
có la carta controvertida en el tiempo en que aquélla
fue remitida y que, en concepto de tal. autorizó la publi­
cación de la misma después de conocer su contenido.
En el acto del juicio oral. celebrado con las necesarias
garantías, el demandante volvió a prestar su declaración
y sometido al interrogatorio de las partes reconoció de
nuevo haber autorizado la publicación del escrito, que
leyó someramente, ante la constancia de que su remi­
tente, aunque no acompañaba el número de su D.N.I.,
había dirigido con anterioridad otras cartas al periódico.
Existe, pues, prueba de cargo de los hechos, extraída
tanto de la documental aportada al proceso como de
las propias declaraciones del demandante, prestadas con
todas las garantías de defensa y contradicción, suscep­
tibles, por este motivo, de ser valoradas por el Tribunal.

3. Aunque la indebida aplicación que del arto 15
del Código Penal hacen, según la queja del recurrente,
las Sentencias recurridas tenga mayor relación con el
principio de legalidad penal que con la vulneración del
derecho constitucional de presunción de inocencia. ya
señalamos en la STC 159/1986 que dicho precepto
forma parte de una larga tradición legislativa para esta­
blecer los principios de autoría en forma general y, en
ciertos casos, para grupos especfficos de delitos. que
tiene como finalidad precisar de. una manera general
el concepto de autor con el fin de delimitar en el grado
máximo la interpretación del mismo. Por ello no cabe
afirmar que el arto 15 del Código Penal introduzca una
indeterminación en el comportamiento punible al esta­
blecer los únicos supuestos en los que los Directores
de una publicación puedan ser responsabilizados por
un delito o falta cometido por medio de la imprenta.

En el presente caso admitido como cierto por el
recurrente en el proceso judicial que se había ínstruido
previamente del contenido de la carta cuya publicación
se pretendía y que autorizó la edición de la misma como
Director en funciones del diario sin cuidar la previa cons­
tancia de la identidad del remitente, es posible concluir.
como han hecho las resoluciones ahora recurridas, que
concurren elementos suficientes para sostener su cul­
pabilidad. Otra cuestión es, que la forma en que la lega­
lidad ordinaria haya sido aplicada o interpretada por los
Tribunales a la luz de los preceptos que en la Constitución
consagran los derechos fundamentales y las libertades
públicas no sea conforme al contenido que quepa dar
a éstos, en cuyo caso el problema poseería relevancia
constitucional y habrá de ser examinado por este Tri­
bunal. Aunque en este caso el juicio constitucional ha
de centrarse en el examen del derecho constitucional
vulnerado y no en la interpretación que del precepto
de legalidad hayan hecho los órganos judiciales.

4. En cuanto a la vulneración del art. 20.1 C.E. ale­
gada por el recurrente, son numerosas las resoluciones
de este Tribunal (SSTC 62/1982.104/1986.
156/1986,6/1988,107/1988,51/1989,121/1989.
20/1990, 105/1990, 171/1990, 172/1990.

143/1991.40/1992.85/1992.219/1992,
227/1992.240/1992 y 15/1993, entre otras) que han
establecido los criterios para enjuiciar aquellos supuestos
en los que, como aqul ocurre. aparece prima (aeie una
colisión entre los derechos reconocidos por dicho pre­
cepto con los garantizados por el arto 18.1 C.E. y, en
concreto, con el derecho al honor, que no sólo es con­
siderado en sí mismo un derecho fundamental que deriva
de la dignidad de la persona (STC 85/1992) sino tam­
bién un lImite de los primeros. como se establece en
el arto 20.4 C.E.

A los fínes del presente caso. de esta doctrina con­
viene recordar, en primer lugar. que en los supuestos
en los que se alega una vulneración de los derechos
fundamentales reconocidos en el art. 20.1 d) C.E.. su
examen por este Tribunal en los recursos de amparo
ha de partir obligadamente de los hechos enjuiciados
y declarados probados en las resoluciones judiciales
impugnadas, de conformidad con el art. 44. b) LOTC;
y tras identificar el derecho constitucional que entra en
colisión con aquéllos, ha de determinarse si los órganos
judiciales han llevado a cabo una correcta ponderación
de los derechos en presencia, en atención a las concretas
circunstancias del caso. Esto es, si el ejercicio del dere­
cho a la libre comunicación de información o a la libertad
de expresión ha tenido lugar «dentro del ámbito cons­
titucionalmente protegido o, por el contrario, se ha tras­
gredido dicho ámbito» (STC 15/1993, fundamento jurí­
dico 1.°). De manera que cuando-se alcance una con­
clusión positiva procederá confirmar la decisión judicial
y, en otro caso, reputarla lesiva de uno u otro de los
derechos constitucionales en conflicto (SSTC
171/1990, fundamento jurídico 6.°; 40/1992. funda­
mento jurídico 1.° y 240/1992, fundamento jurídi­
co 3.°).

En segundo término, no cabe olvidar que la ponde­
ración entre los derechos constitucionales en conflicto
requiere que se tenga en cuenta la posición prevalente
-aunque no jerárquica- que respecto al consagrado en
el art. 18.1 C.E. ocupan los derechos a la libre comu­
nicación de información y a la líbertad de expresión del
arto 20.1 C.E. cuando su ejercicio tiene lugar dentro del
ámbito constitucionalmente protegido, dado que éstos
constituyen no sólo libertades individuales de cada ciu­
dadano sino también la «garantía institucional de una
opinión pública indisolublemente unida al pluralismo
democrático» (STC 240/1992, fundamento jurídico 3.°,
con cita de las SSTC 104/1986, 171/1990, 172/1990,
40/1992 y 85/1992). Pues como se ha dicho por este
Tribunal en anteriores resoluciones «para que el ciuda­
dano pueda formar libremente sus opiniones y participar
de modo responsable en los asuntos públicos, ha de
ser también informado ampliamente de modo que pueda
ponderar opiniones diversas e incluso contrapuestas»
(SSTC 159/1986. fundamento jurídico 6.° y 20/1990,
fundamento jurídico 4.°). De lo que se sigue, como tam­
bién se ha declarado por el Tribunal. que cuando su
ejercicio es conforme con el ámbito que la Constitución
protege, los derechos reconocidos en el arto 20.1 d) C.E.
alcanzan entonces «su máximo nivel de eficacia justi­
fIcadora frente al derecho al honor, el cual se debilita,
proporcionalmente, como limite externo de las libertades
de expresión e información» (SSTC 107/1988, funda­
mento jurídico 2.° y 240/1992, fundamento jurídi-
co 3.°). ,

De este modo, sí bien la legislación penal otorga una
amplia protección a la buena fama y al honor de las
personas y a la dignidad de las instituciones mediante
la tipificación de los delitos de injuria, calumnia y desa­
cato, hemos declarado reiteradamente (SSTC
159/1986, 107/1988, 51/1989, 20/1990 y
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15/1993, entre otras) que el reconocimiento constitu­
cional de las libertades de expresión y de información
ha modificado profundamente la problemática de los
delitos contra el honor en aquellos supuestos en que
la conducta que incide en este derecho haya sido rea­
lizada en ejercicio de dichas libertades. pues la dimensión
constitucional del conflicto «convierte en insuficiente el
criterio subjetivo del animus iniurandi. tradicionalmente
utilizado por la jurisprudencia penal para el enjuiciamien­
to de este tipo de delitos». Y ello entraña que el enjui­
ciamiento se traslade a un distinto plano. en el que no
se trata de establecer si el ejercicio de las libertades
de información y de expresión ha ocasionado una lesión
al derecho al honor penalmente sancionable, sino de
determinar si tal ejercicio opera o no como causa exclu­
yente de la antijuridicidad. Lo que sólo se producirá,
obvio es, si el ejercicio de esas libertades se ha llevado
a cabo dentro del ámbito delimitado por la Constitución.

5. Sentado lo anterior, han de abordarse dos extre­
mos que suscita la demanda de amparo y que son rele­
vantes para la identificación de los derechos constitu­
cionales en conflicto en el presente caso.

A) En primer lugar ha de tenerse en cuenta que
la Sentencia de la Audiencia de Santander recaída en
el sumario núm. 5/86 condenó al recurrente por el delito
de desacato del art. 244 en relación con el art. 15 del
Código Penal; resolución que fue confirmada por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo al estimar, de un lado,
que era manifiesto el tenor injurioso de la carta al Director
que dio lugar al proceso penal y, de otro, que el hecho
quedaba subsumido en el tipo penal de dicho precepto
«dada la condición de Alcalde de Santander de don Juan
Hormaechea Cazón». Lo que sirve de apoyo al recurrente
para estimar que el bien jurídico protegido por el delito
de desacato no es el honor personal de quien ostenta
un cargo público sino el prestigio de la Administración
o el tan denostado por la doctrina «principio de auto­
ridad». Sin embargo, este planteamiento del tema no
puede ser compartido, pues al confundir el derecho al
honor «que tiene un significado personalista referible
a personas individualmente consideradas» y <dos valores
de dignidad, reputación o autoridad moral de las ins­
tituciones públicas y clases del Estado» (SSTC
107/1988,51/1989 y 143/1991), el recurrente pre­
tende reducir la eficacia limitativa de aquel derecho, sus­
tituyéndolo por valores que, «sin mengua de su protec­
ción penal. gozan frente a la libertad de expresión de
un nivel de garantía menor y más débil que el que corres­
ponde al honor de las personas públicas» (STC 51/1 989.
fundamento jurídico 2.°).

Las personas que ostentan un cargo de autoridad
pública, o las que poseen relieve político, ciertamente
se hallan sometidas a la crítica en un Estado democrático.
Pero como ha declarado este Tribunal, ello no significa
en modo alguno que, en atención a su carácter público.
dichas personas queden privadas de ser titulares del
derecho al honor que el arto 18.1 C.E. garantiza (SSTC
190/1992, fundamento jurídico 5.° y 105/1990, fun­
damento jurídico 8.°). De manera que si en el presente
caso las expresiones contenidas en la carta al Director
estaban referidas a una Autoridad pública, el Alcalde
de Santander y, además, eran injuriosas, es la lesión
de la honorabilidad de la concreta persona que ejercía
ese cargo la que ha dado lugar a la condena del recurren­
te por el delito de desacato del arto 244 del Código
Penal. Por lo que ha de concluirse. a los fines de nuestro
examen. que es el derecho al honor reconocido en el
art. 18.1 C.E. el que debe ser confrontado con las liber­
tades consagradas en el art. 20.1 C.E., como así se ha
hecho en la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo.

B) En su recurso de casación frente a la Sentencia
dictada por la Audiencia Provincial de Santander el 28
de abril de 1988, el hoy recurrente de amparo invocó
tanto el ejercicio del derecho de crítica y de libertad
de expresión por parte del autor de la carta al Director
origen del proceso penal como su ejercicio del derecho
a la libertad de información, del arto 20.1 d) C.E. Pero
sin duda por el planteamiento a que se ha hecho refe­
rencia en el apartado precedente, en su demanda de
amparo el recurrente sólo ha expuesto una contrapo­
sición entre el derecho a la libertad de expresión -que
él estima vulnerado por dichas resoluciones judiciales
y el bien jurídico protegido por el delito de desacato.

Sin embargo, para determinar si el recurrente es titu­
lar del derecho a la libertad de expresión y a la crítica
reconocido en el arto 20.1 C.E., debe tenerse en cuenta
que la confrontación de derechos constitucionales tiene
su origen en una carta al Director. publicada en el diario
«Alerta» de Santander. De manera que, al igual que se
ha hecho en otros casos similares (SSTC 159/1986 y
15/1993), partiendo de esta circunstancia es obligado
distinguir dos acciones separables; de un lado, la cons­
tituida por la carta en sí. ajena al medio de información;
de otro. el hecho de su publicación en la sección corres­
pondiente del citado diario. Distinción que permitirá pre­
cisar, en relación con una y otra acción, quiénes son
los titulares de las libertades reconocidas por el arto 20.1
C.E. y, en atención a las particulares circunstancias con­
currentes en el presente caso. si su ejercicio se ha llevado
a cabo dentro del ámbito que la Constitución garantiza.

6. Entrando ya en el primero de estos aspectos. el
escrito publicado en la Sección «Cartas al Director» del
diario «Alerta» de Santander correspondiente a la edición
del día 14 de noviembre de 1985 bajo el título «Lo
que cobra Hormaechea», en relación al mismo importa
destacar varios extremos relevantes para nuestro enjui­
ciamiento.

A) En primer lugar, si se considera la mencionada
carta en relación con su contexto y finalidad. es indu­
dable que este escrito se halla vinculado con un debate
político existente por aquellas fechas en la ciudad de
Santander: el originado por la denuncia que uno de los
partidos políticos representados en el Ayuntamiento de
aquella ciudad' formuló contra el entonces Alcalde de
esta ciudad, don Juan Hormaechea Cazón, al que se
imputó haber cobrado más de 2.000.000 de pesetas
de un denominado «fondo de inspección» y frente a la
cual este último había manifestado en distintos medios
de comunicación que «el Alcalde cobra lo que le da
la gana». Circunstancia que es aquí relevante, pues el
hecho que dio lugar a la carta al Director publicada en
el diario «Alerta» poseía relevancia pública a nivel local.
A lo que se agrega, de otra parie, que la referida carta
al Director constituía la reacción de un ciudadano ante
lo manifestado por el Alcalde; pues como claramente
se desprende de sus términos. dicho escrito entrañaba
una opinión crítica o de censura frente a esas mani­
festaciones.

Por tanto, a los fines de la identificación de los dere­
chos fundamentales en conflicto ha de admitirse -frente
a lo sostenido por el hoy recurrente de amparo en su
demanda- que el ejercicio del «derecho a difundir libre­
mente los pensamientos, ideas y opiniones mediante ...
el escrito o cualquier otro medio de reproducción». garan­
tizado por el arto 20.1 a) C.E.. correspondía al autor de
la carta y no al Director del diario que autoriza su publi­
cación. Extremo sobre el que se volverá más adelante.
al enjuiciar la acción de este último, aunque cabe señalar
aquí. como se ha dicho en la STC 105/1990, funda­
mento jurídico 4.°. que la libertad de expresión posee
un campo de acción más amplio que la libertad de infor-
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mación, «sólo delimitado por la ausencia de expresiones
indudablemente injuriosas sin relaciones con las ideas
u opiniones que se expongan...

B) En el presente caso, aun cuando al final del escri­
to publicado en el diario «Alerta.. de Santander figuraba
el nombre «Arturo Rivas lópez. Santanden>, lo cierto es
que no ha podido ser identificada la persona que era
autora de la carta, según han establecido las Sentencias
impugnadas. Circunstancia de indole negativa que, sin
embargo, no excluye la anterior declaración ni tampoco
que haya de prescindirse del examen del contenido y
las expresiones utilizadas en dicho escrito, dada su rela­
ción directa con la acción del Director en funciones del
diario «Alerta.. que ha de considerarse más adelante.

A los fines de este examen, ha de recordarse que
cuando se ejercita la libertad de expresión reconocida
por el arto 20.1 C.E., los limites permisibles de la crítica
son más amplios si ésta se refiere a personas que. por
dedicarse a actividades políticas, están expuestas a un
más riguroso control de sus actitudes y manifestaciones
que si se tratara de particulares sin proyección pública
(STC 85/1992, por todas). Pues como se ha dicho por
este Tribunal, «en un sistema inspirado en los valores
democráticos, la sujeción a esa crítica es parte insepa­
rable de todo cargo de relevancia pública.. (STC
105/1990); y en términos similares se ha expresado
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su Sen­
tencia de 23 de abril de 1992 (caso Castell), al afirmar
que en un sistema democrático las acciones u omisiones
de un político deben situarse bajo el control no sólo
de los poderes legislativo y judicial, sino también de la
prensa y de la opinión pública. Sin embargo, aunque
la libertad de expresión ampare ciertamente la critica
respecto al comportamiento y las manifestaciones de
quien ostenta un cargo público como el de Alcalde
-e incluso la crítica molesta, acerba o hiriente- quien
la ejerce no puede olvidar que dicha libertad, como los
demás derechos y libertades fundamentales, no es abso­
luta (SSTC 159/1986,254/1988 y 219/1992, entre
otras).

Por ello, hemos dicho que la critica de la conducta
de una persona con relevancia pública es separable del
empleo de expresiones injuriosas que constituyen la
mera exteriorización de sentimientos personales ajenos
a la finalidad de contribuir a la formación de una opinión
pública libre y responsable. Pues en el segundo caso
tales expresiones se colocan «fuera del ámbito cons­
titucionalmente protegido de la libertad de expresión..,
dado que «la Constitución no reconoce un pretendido
derecho al insulto, .que sería por lo demás incompatible
con la dignidad de la persona que se proclama en el
arto 10.1 del Texto fundamental.. (STC 105/1990, fun­
damento jurídico 8.°). El ejercicio de la libertad de expre­
sión, por tanto, no puede justificar sin más el empleo
de expresiones insultantes que exceden del derecho a
la critica y son, pues, claramente atentatorias para la
honorabilidad de aquel cuyo comportamiento o mani­
festaciones se critican, incluso si se trata de persona
con relevancia pública. Máxime cuando tales expresio­
nes injuriosas, como aquf ocurre, no se han pronunciado
en el curso de una entrevista o de una intervención oral
en un debate, sino que han sido consignadas con el
sosiego y la meditación que es presumible en quien
redacta un escrito que se destina a su publicación en
un diario.

C) En la carta al Director que aquf examinamos,
publicada bajo el tftulo «lo que cobra Hormaechea.., el
propósito de criticar las declaraciones del entonces AlcaI­
de de Santander es evidente, pues al comienzo de dicho
escrito se reiteran las manifestaciones de éste a los
medios de comunicación; y también lo es que expre­
siones como el Alcalde «Siempre hace lo que le da la

gana, incluso investigando a los ciudadanos que no están
de acuerdo con sus opiniones.., asf como otras relativas
a «sus impuestos de atraco.., a «sus frases de extrema
derecha.., o a su carácter «tan poco sereno, tan imper­
tinente ... tan despilfarrador.. igualmente se encua­
dran en el ámbito de la crítica política y, por tanto,
se hallan amparadas por la libertad de expresión que
el arto 20.1 a) C.E. garantiza.

Sin embargo, a las expresiones anteriores van unidas
otras que son claramente injuriosas y van mas allá de
la crítica política de una conducta. Y asf lo han entendido
la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de San­
tander y la del Tribunal Supremo que la confirma, al
considerar que tales expresiones eran vejatorias de la
persona contra la que iban dirigidas, en relación con
su cargo de Alcalde de Santander, condenándole por
el delito previsto en el arto 244 del Código Penal. Siendo
de destacar al respecto que el autor de dicho escrito
alude al «analfabetismo.. del alcalde, a «su manera de
andar por la vida insultando como un chulo barriobajero..
y le califica como «chabacano.. y «mentiroso... De otra
parte, tras aludir a que el Alcalde habfa declarado que
cobró unas «nimias.. cantidades de casi cuatro millones,
la carta agrega «Robo, pero robo poco.., para concluir
que «Con gente asf da asco ser ciudadano y pagar como
tah>. lo que ciertamente excede del ámbito de la libertad
de expresión y, consiguientemente, entraña una lesión
de la honorabilidad de quien entonces ostentaba el cargo
de Alcalde de Santander.

7. En cuanto a la segunda acción -que es la que
aquf interesa especialmente-, de los hechos probados
en las Sentencias impugnadas resulta que, sin deter­
minar previamente la identidad de su autor, el hoy
recurrente de amparo, como Director en funciones del
diario «Alerta.., autorizó la publicación de la carta que
canten fa las mencionadas expresiones, con conocimien­
to de su contenido. lo que introduce unas circunstancias
que también es preciso ponderar en relación con los
derechos constitucionales aquí en conflicto.

A) Con carácter previo, ha de recordarse que el
recurrente alega en su demanda una vulneración de su
derecho constitucional a la libertad de expresión [arto
20.1 a) C.E.]; planteamiento que no puede ser compar­
tido, como antes se ha dicho. Con independencia de
que «el deslinde de las libertades de expresión y de infor­
mación no sea nunca total o absoluto.., pues la expresión
de la propia opinión puede apoyarse en mayor o menor
medida en afirmaciones fácticas (STC 190/1992, fun­
damento jurídico 5.°), en el presente caso es evidente
que no nos encontramos ante una noticia elaborada por
los profesionales que trabajan en un medio de comu­
nicación y en la que puedan ir unidos hechos y opiniones
sobre los mismos. Se trata, simplemente, de una carta
al Director, redactada por persona que es totalmente
ajena al medio de comunicación, en la que no informa
de unos hechos sino que expone su opinión sobre un
asunto de relevancia pública. y ello implica, indudable­
mente, que el autor de dicha carta ejerce su derecho
a la libre expresión de pensamientos, ideas y opiniones;
mientras que el recurrente, al autorizar como Director
en funciones del diario «Alerta.. la publicación de la carta,
sólo se ha limitado, sin agregar ningún juicio u opinión
propia, a dar difusión a esa opinión ajena al medio, por
estimar que era relevante en relación con el debate polí­
tico por aquel entonces existente en Santander. Por tan­
to, ello sitúa al recurrente, prima faeie, no en el ámbito
del derecho a la libertad de expresión sino en el del
derecho a comunicar libremente información veraz, que
el arto 20.1 d) C.E. garantiza; y es este derecho el que
debe ser confrontado en el presente caso con el derecho
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al honor de la persona a la que se refería dicha carta.
B) Así identificados los derechos constitucionales

en conflicto. es oportuno recordar, en primer lugar, que
la prevalencia del derecho a comunicar libremente infor­
mación sobre el derecho al honor sólo opera cuando
existe relevancia pública de lo comunicado -lo que es
indudable que ocurre en el presente caso, como antes
se ha dicho- y, además. se trata de información veraz.
En particular. por lo que respecta al segundo de estos
requisitos. se ha declarado que a los profesionales de
la información incumbe el «deber de comprobación razo­
nable de la veracidad de la información». pues al asumir
y transmitir a la opinión pública la noticia «también asu­
me personalmente su veracidad o inveracidad» (SSTC
172/1990, 40/1992 y 219/1992, entre otras).

Sin embargo. la exigencia constitucional de veracidad
de la información y el correlativo deber de diligencia
de los profesionales del medio adquieren otros perfiles
cuando se trata. como aquí ocurre, de una carta al Direc­
tor, que el medio de comunicación se limita a difundir.
Pues como ha sido puesto de relieve por este Tribunal
«es evidente que los directores de los medios informa­
tivos no adquieren la misma responsabilidad por la publi­
cación de los escritos elaborados por los profesionales
que en ellos trabajan que por los contenidos de los envia­
dos por los lectores a las secciones destinadas a recoger
opiniones e informaciones en principio ajenas a la línea
editorial de los medios» (STC 15/1993, fundamento jurí­
dico 2.0

). Lo que exige precisar, atendidas las circuns­
tancias del presente caso. el alcance del deber de dili­
gencia que incumbe al Director en funciones respecto
a la carta recibida para su publicación en la Sección
correspondiente del diario.

A este fin, partiendo de lo dispuesto en el arto 20.1
y 4 C.E. ha de tenerse en cuenta, de un lado. que al
autorizar la publicación de una carta al Director, este
último no sólo posibilita el ejercicio de la libertad de
expresión del autor de ese escrito sino que ejerce, a
la vez, su derecho a comunicar esa opinión que es ajena
al medio. Si bien no cabe olvidar, de otro lado, que en
el ejercicio de la libertad de información por parte del
medio no sólo ha de salvaguardarse la delimitación cons­
titucional de este derecho sino también el derecho que
corresponde a los lectores, en el caso de la prensa, a
recibir una información veraz. Lo que lleva a estimar.
en primer término. que en un supuesto como el presente
el deber de diligencia del Director del periódico entraña
la comprobación de la identidad de la persona que figura
como autor de la carta. antes de autorizar su publicación.
Ello constituye, como es sabido, práctica habitual de los
medios de comunicación. pues si esta diligencia no fuera
exigible. obvio es, de una parte, que no quedarían debi­
damente deslindados, respectivamente, el ejercicio de
la libertad de expresión de una determinada persona
ajena al medio. que éste posibilita al publicar la carta.
y el "derecho que asiste al diario de informar de esa
opinión a sus lectores; y de otro lado, ello también supon­
dría que quedase afectado el derecho de los lectores
a recibir una información veraz. que el arto 20.1 d) C.E.
garantiza. A lo que cabe agregar, por último. que la com­
probación de la identidad de la persona que es autora
del escrito permite que ésta asuma su responsabilidad
caso de que la carta sea constitutiva de delito. con inde­
pendencia de la responsabilidad que el Director puede
asumir si. conociendo la identidad del autor. decide no
revelarla (STC 15/1993). Pues en otro caso se abriría
la puerta a la creación de espacios inmunes a posibles
vulneraciones del derecho al honor constitucionalmente
garantizado.

D) La anterior doctrina es aplicable en atención a
las circunstancias del presente caso, pues ha de tenerse

en cuenta, de un lado, que el hoy recurrente de amparo,
como Director en funciones del diario «Alerta» de San­
tander. no procedió a identificar. ex ante. la persona
que era autora de la carta recibida para su publicación
en la Sección correspondiente de dicho diario, y en la
que sólo figuraba el nombre «Arturo Rivas López. San­
tander»; sin que dicha persona haya podido ser iden­
tificada pese a las actuaciones practicadas por el órgano
judicial que conoció de la querella interpuesta por el
entonces Alcalde de Santander. De otro lado. que aun
siendo claramente injurioso el contenido de la carta aquí
considerada -con independencia del contexto y de la
finalidad de dicho escrito- el recurrente autorizó su publi­
cación en la edición de dicho diario del 14 de noviembre
de 1985.

Por tanto. cabe considerar que el recurrente, aun ejer­
ciendo prima facie el derecho a comunicar información
veraz que el arto 20.1 d) C.E. le reconoce, ha incumplido
el deber de diligencia que le correspondía. según lo
expuesto anteriormente. Y al autorizar en estas circuns­
tancias la publicación de la carta al Director es evidente
que no ha actuado dentro del ámbito constitucional del
derecho a la información; por lo que ha de estimarse,
en definitiva. que en el presente conflicto entre la libertad
de información y el derecho al honor, el ejercicio de
aquella libertad no alcanza una plena eficacia legitima­
dora que pueda justificar la lesión de este derecho.

8. De lo anterior se desprende, pues. que tanto la
Sentencia de la Audiencia Provincial de Santander recaí­
da en el sumario núm. 5/86 y que condenó al deman­
dante don Victor Gijón Peñas como autor de un delito
de desacato. como la dictada el 16 de mayo de 1991
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo y confirma­
toría de la anterior, han llevado a cabo una correcta
ponderación de los derechos constitucionales en con­
flicto en el presente caso. Por lo que procede. en defi­
nitiva. denegar el amparo solicitado por el demandante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid, a quince de noviembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados-

29244 Sala Segunda. SentenCia 337/1993. de 15
de noviembre de 1993. Recurso de amparo
1.732/1991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. que confirma la dictada por el Juz­
gado de lo Social núm. 18 de Madrid. recaídas
en autos sobre reconocimiento de derechos.
No agotamiento de recursos en la vía judicial:
procedenCia del recurso de casación para la
unificación de doctrina.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José


